
Señor (a)  
JUEZ DEL CIRCUITO (REPARTO)  
E. S. D. 
 
Referencia: ACCIÓN DE TUTELA. 
Accionante: MAGNOLIA ARCILA GOMEZ. 
Accionado: COMISIÓN NACIONAL DE SERVICIO CIVIL NIT 900003409-7 Y UNIVERSIDAD 
LIBRE NIT 860013798 – 5 
 
Respetado Juez(a) 
 
MAGNOLIA ARCILA GOMEZ, mayor de edad e identificada con la cedula de ciudadanía No 

24645331 expedida en Filadelfia Caldas, de la manera más comedida y respetuosa me dirijo 

a su despacho, a fin de presentar ACCIÓN DE TUTELA en contra de la COMISIÓN 

NACIONAL DE SERVICIO CIVIL y UNIVERSIDAD LIBRE, con la finalidad de obtener la 

protección de mi Derecho fundamental al Debido Proceso Administrativo, Derecho al Trabajo 

y Derecho a Ejercer Cargos Públicos, los cuales han sido y siguen siendo vulnerados por las 

entidades accionadas en el proceso de selección de Directivos Docentes y Docentes – 

Población Mayoritaria – 2150 a 2237 de 2021 y 2316 de 2022, que a la fecha de radicación 

de la presente tutela aún no cuenta con el acto administrativo definitivo. Mi número de 

inscripción en el concurso de mérito es 476310071 y aspiro al cargo de docente de 

preescolar en la Secretaría de Educación del Municipio de Manizales, zona No Rural 

correspondiente a la OPEC 183179, El presente amparo constitucional es requerido con 

base en los siguientes hechos, razones y fundamentos de derecho: 

 

HECHOS 

 

PRIMERO: De conformidad con la NOTA del numeral 2.4 del Anexo por el cual se 

establecen las condiciones específicas de las diferentes etapas del proceso de selección, 

Unilibre debió publicar en la Guía de Orientación al Aspirante (GOA) de manera detallada la 

forma de calificación de las pruebas escritas. 

 

 
 

(El resaltado es adición) 

 

SEGUNDO: Unilibre en agosto de 2022, autorizada previamente por la CNSC, publicó en la 

p. 34 de la Guía de Orientación al Aspirante (GOA) la forma de calificación de las pruebas 

escritas.  

 

Utilizó 47 palabras para detallar la puntuación decimal truncada e ilustró el asunto con un 

ejemplo concreto y sencillo. Pero utilizó cinco (5) palabras para comunicar la metodología de 

calificación, esto es, los nombres de dos metodologías. “puntuación directa” y “puntuación 

directa ajustada”. 

 



Para detallar la puntuación directa ajustada no utilizó palabra alguna, no presentó simbología 

matemática o estadística para una ecuación o fórmula concreta, no publicó un ejemplo 

concreto. La puntuación directa ajustada simplemente fue nombrada, pero no fue detallada. 

 

A continuación, expongo la forma de calificación anunciada por Unilibre en la GOA. 

 

 
(Los colores amarillo y verde son adición) 
 
 

 

TERCERO: 5 meses después de la publicación de la GOA, Unilibre comunica privadamente 

los detalles de la puntuación directa ajustada. Los detalles omitidos en la GOA me fueron 

comunicados como respuesta a mi reclamación. A continuación, expongo el asunto: 

 

 
 



 

 
 

 

CUARTO: Unilibre aplica la calificación con ajuste proporcional a mi prueba eliminatoria y 

obtiene el siguiente resultado: 

 

 
QUINTO: Unilibre me informa que contra los detalles de calificación omitidos en la GOA no 
procede recurso. A continuación, expongo lo comunicado por Unilibre: 
 

 
 



SEXTO: La prueba de conocimientos que se nos aplicó a los participantes, es una prueba de 

carácter eliminatorio, para lo cual la Unilibre aplicó un método de desviación ajustada, para 

proceder a calificar cada una de las pruebas, significa esto que no importa el número de 

preguntas que se acierten, si no que se maneja un porcentaje de referencia, la Unilibre en 

este caso no informó cual era el porcentaje que iba a  manejar para este concurso, ni como 

se iba a calcular dicho porcentaje; este accionante ha investigado e intentado con sendos 

porcentajes de referencia y no dan los resultados que ellos manifiestan. 

 

SÉPTIMO: Al hacer esto la prueba deja de ser de carácter eliminatorio y se convierte de 

carácter clasificatorio, la entidad se aseguró que el número de personas que aprobaran fuera 

un poquito más allá del doble de esas vacantes, para el caso de la OPEC para la cual 

concursé la cual tiene 4 vacantes, de las 131 personas que presentamos la prueba escrita, 

solo aprobaron 12 personas, aunque se tuviera un gran número de preguntas acertadas. 

 

OCTAVO: Al omitir la Unilibre informar el método de cálculo dentro del GOA, deberían 

aplicar el método que más nos favorezca a los participantes, porque no nos dieron a conocer 

cuál será el método para calcular el porcentaje de referencia con el que iban a hacer el 

ajuste proporcional, vulnerando de esta manera el derecho que tenemos los participantes a 

conocer las reglas del concurso a las cuales nos vamos a someter. 

 

NOVENO: CNSC declara que el suscrito accionante “NO CONTINUA EN CONCURSO” para 

las siguientes etapas del proceso de selección. Lo hace con base en la puntuación que 

Unilibre me asigna en la prueba escrita de carácter eliminatorio, ya que el puntaje mínimo 

aprobatorio es de 60 y según el puntaje dado por Unilibre en mi caso es de 58.26, para la 

prueba psicotécnica mi puntaje según la Unilibre es de 79.54. A continuación, la imagen que 

muestra en la plataforma SIMO la declaración de inadmisión: 

 

 
 

 

 



DECIMO: Solicité, de acuerdo con las fechas y medios establecidos por la CNSC y la 

Universidad Libre, acceso al material de las pruebas realizadas el día 25 de septiembre de 

2022, para posteriormente interponer reclamación ante estas entidades por el resultado 

obtenido en la prueba de conocimientos específicos y pedagógicos. 

 

Tuve acceso a este material, de acuerdo con citación de la CNSC y la Universidad Libre, el 

día 27 de noviembre de 2022. 

 

 

DECIMO PRIMERO: De acuerdo con la revisión del material de las pruebas que realicé, 

evidencié que de las 98 preguntas que se realizaron en la prueba de conocimientos 

específicos y pedagógicos, tuve 67 aciertos. 

 

 

DECIMO SEGUNDO: Por considerar que los resultados obtenidos no correspondían, 

presenté a través del sistema SIMO, el día 28 de noviembre de 2022, reclamación a estos 

resultados, solicitando me fuera aclarado también, cual fue el sistema de calificación de la 

prueba.  

 

 

DECIMO TERCERO: Pese a interponer la reclamación correspondiente en tiempo oportuno 

de acuerdo con lo señalado por el Anexo Técnico del Proceso de Selección  de la 

Convocatoria de Selección 2150 a 2237 de 2021, 2316, 2406 de 2022, Directivos                

Docentes, Docentes, Población Mayoritaria, la Universidad Libre ratificó la determinación del 

resultado obtenido de “No continúa en concurso”. 

 

 

RAZONES 

 

 

Con fundamento en los HECHOS recién expuestos, la suscrito accionante procede a 

exponer las razones que permiten establecer una omisión y una extralimitación en la 

actuación administrativa de Unilibre con respecto a la prueba de carácter eliminatorio y su 

calificación. 

 

 

OMISIÓN INEXCUSABLE DE LOS ESCENARIOS DE CALIFICACIÓN EN LA GOA 

 

 

RAZÓN PRIMERA: Unilibre omitió publicar en la GOA de manera detallada los escenarios o 

métodos de calificación para la prueba eliminatoria. Unilibre incumplió una de las 

obligaciones de HACER derivada de la licitación adjudicada por la CNSC, esta es, presentar 

en la GOA los escenarios de calificación para la prueba eliminatoria. Esos escenarios 

podrían ser la escala de centil, baremo normalizado o no normalizado y/o puntuación directa. 

Además, de todos estos escenarios debió aplicarse el escenario de calificación de mayor 

favorabilidad para el aspirante. 

 

Todo esto, de conformidad con el numeral 4.2.1. del Anexo Nº1 de la Licitación Pública 

CNSC – LP – 002 de 2022, la cual expongo a continuación: 

 

 



 

 
 

Honorable juez, al contrastar el texto mostrado en el hecho SEGUNDO con los textos del 

hecho PRIMERO y TERCERO, con el texto recién expuesto, resulta palmario e irrefutable 

que: 

 

➢ Unilibre no publicó en la GOA de manera detallada la forma de calificación de la prueba 

eliminatoria, tal como se anunció en el Anexo del Acuerdo de Convocatoria. 

➢ Unilibre no publicó en la GOA de manera detallada los escenarios de calificación, tal 

como le fue requerido en el Anexo Técnico de la licitación. 

➢ Unilibre informó el método de calificación para la prueba eliminatoria en un documento 

distinto y posterior a la GOA. Lo hizo como respuesta a la reclamación interpuesta por el 
suscrito accionante, 5 meses después de haber publicado la GOA. 



➢ Es conclusivo que Unilibre cometió una omisión en su actuación administrativa 

respecto a la publicación en la GOA de los escenarios de calificación o métodos para 
calificar la prueba eliminatoria. 
 

 
RAZÓN SEGUNDA: La no publicación de los escenarios o métodos de calificación de 

manera detallada en la GOA es una omisión administrativa inexcusable.  

 

Publicar los diferentes escenarios o métodos de calificación para la prueba eliminatoria en la 

GOA es factible, aunque no se tenga la data que resulta después que los aspirantes 

contestan la prueba. Como se puede apreciar en el texto recién citado, la CNSC publicó en 

el Anexo de la Licitación los distintos escenarios de calificación y la prueba no había sido 

diseñada. 

 

Así que no publicar en la GOA lo que ya estaba publicado en la licitación es una OMISIÓN 

INEXCUSABLE. No hay argumento que valide esta omisión. 

 

En lugar de cumplir con su deber contractual (Anexo de la Licitación) de publicar en la GOA 

los diferentes escenarios de calificación para la prueba eliminatoria, tal como lo estableció 

también la CNSC en el Anexo de condiciones específicas de la Convocatoria, Unilibre 

impuso al suscrito accionante la tarea de buscar la metodología matemática y estadística en 

los documentos de concursos similares sin decir taxativamente cuál de ellos. Se lee en la p. 

34 de la GOA, ya citada en el Hecho SEGUNDO que “se aplicarán procedimientos 

matemáticos y estadísticos utilizados en pruebas con características similares” En 

esa búsqueda se confirma que es totalmente factible publicar los escenarios de calificación 

de manera detallada y explícita, sin recurrir a documentos externos al concurso, sin requerir 

la data de las pruebas ya contestadas. 

 

Las siguientes imágenes corresponden a la Guía de Orientación al Aspirante del concurso 

de mérito para la provisión del empleo Personero Municipal de Cajicá: 

 

 
 



 
 

 

 
 

 

 

 



 
 

Queda demostrado que los escenarios o métodos de calificación para una prueba 

eliminatoria de un concurso de méritos pueden ser publicados de manera detallada en la 

GOA, no se necesita las pruebas contestadas por parte de los aspirantes. Por lo tanto, señor 

juez, la omisión de Unilibre resulta inexcusable. 

 

RAZÓN TERCERA: En el Anexo de la Licitación, ya citado en la RAZÓN PRIMERA, Unilibre 

se obliga a la aplicación del escenario de mayor favorabilidad para el aspirante. En la GOA, 

ya citada en el hecho SEGUNDO, Unilibre menciona dos tipos de escenario, ellos son, 

puntación directa y puntuación directa ajustada. Por principio de buena fe y confianza 

legítima, mi expectativa fundada es que se aplicaría la que más puntuación otorgara. 

 

Mi puntuación directa es 67, mi puntuación directa ajustada es 58.26. Obviamente la de 

mayor favorabilidad es la puntuación directa. No obstante, las accionadas aplicaron la 

puntuación que menos me favorece. Con esta acción irrazonable, arbitraria y 

desproporcionada, vulneraron mi buena fe y confianza legítima. 

 

RAZÓN CUARTA: Si las accionadas afirmaran que la elección del método de calificación 

específico de la OPEC solo puede ser definido después de aplicar las pruebas porque solo 

así se puede conocer el comportamiento de los datos, dado que el cálculo y posicionamiento 

de los aspirantes en las listas está directamente influenciado por el desempeño de los 

aspirantes que compiten para un mismo empleo, y es así como se establecen los grupos de 

referencia, entonces honorable juez, hay un problema constitucional con la función pública 

por parte de las accionadas. 

 

Valga decir que en el debido proceso administrativo toda actuación de la administración 

debe contar con reglas claramente expresadas previamente y publicadas detalladamente 

para el conocimiento de los administrados, es así como se evita la discrecionalidad, la 

arbitrariedad, la desproporcionalidad, y se evita sorprender la buena fe de los asociados en 

el pacto social. A los entes públicos y sus funcionarios no les es dado hacer lo que no ha 

sido prescrito para su actuación. 

 

Si resulta imposible publicar una fórmula o metodología de calificación antes de aplicar las 

pruebas escritas, entonces para no vulnerar los fundamentos y principios que rigen la 

función pública, dicha fórmula no puede ser aplicada. De hecho, existe otra cantidad de 

metodologías de calificación que podrían servir al mismo propósito de calificar las pruebas y 

ser publicadas detalladamente antes de ser publicadas. Conocer detalladamente la 

metodología de calificación antes de presentar las pruebas es un derecho irrenunciable. Es 

imperativo detener la vulneración causada con esta metodología de calificación. 

 

 

 



De ahí que no debería concederse legitimidad judicial a una actuación administrativa que 

afirme la imposibilidad de ser reglamentada o estandarizada mediante un Decreto 

reglamentario, un Acuerdo de convocatoria o un procedimiento previamente establecido en 

la GOA. 

 

RAZÓN QUINTA: Si las accionadas afirmaran que el método de calificación específico de la 

OPEC debe tomar en cuenta las necesidades del concurso, relacionadas con el porcentaje 

de provisión de vacantes y número de aspirantes presentes en la aplicación de las pruebas, 

entonces, la buena fe y la confianza legítima del suscrito accionante resulta nuevamente 

vulnerada. 

 

El Decreto reglamentario del concurso docente y el Acuerdo de convocatoria establecen que 

el desempeño mínimo necesario en la prueba para el cargo de Docente de Aula es de 60.00 

puntos. No dice el decreto reglamentario, tampoco el Acuerdo de convocatoria ni la GOA, 

que mientras más aspirantes se presenten a una misma OPEC, más alto debe ser el 

desempeño mínimo del aspirante. Esa es otra discrecionalidad y arbitrariedad de parte de 

las accionadas. 

 

RAZÓN SEXTA: Si los escenarios o métodos de calificación para la prueba eliminatoria no 

fueron publicados oportuna y detalladamente en la GOA, tal como lo anunció el Anexo del 

Acuerdo de Convocatoria y también lo requiere el Anexo de la licitación, entonces el proceso 

de selección no cuenta con una regla de concurso legítima que de manera previa y expresa 

establezca límites al operador del concurso de méritos para calificar la prueba eliminatoria, y 

al mismo tiempo, informe al suscrito accionante qué tratamiento matemático o estadístico 

cabe esperar de manera fundada. Luego, resulta discrecional, arbitrario, 

desproporcionado, e ilegal, la aplicación de un escenario o método de calificación que 

no fue oportunamente publicado, es decir, se configura una extralimitación.  

 

La CNSC (2009) se opuso a los aspirantes que interpusieron acción de tutela con la 

pretensión de ser admitidos a las siguientes etapas del proceso de selección mediante el 

promedio de las pruebas escritas eliminatorias y clasificatorias, sin haber obtenido la 

puntuación mínima requerida en la prueba eliminatoria. La CNSC demostró que ese 

promedio no estaba expresamente señalado por el Decreto reglamentario del concurso de 

méritos, tampoco en el Acuerdo de convocatoria, y, afirmó que reinaría la ilegalidad sobre el 

marco normativo y legítimo del concurso si se admitieran aspirantes aplicando un promedio 

no establecido en las normas y reglas del concurso. La Corte Constitucional falló a favor de 

la CNSC en esa ocasión. (Sentencia T – 945 de 2009). 

 

Pues bien, ahora el caso es que Unilibre como operador del proceso de selección ha 

calificado la prueba eliminatoria con un método que no aparece expresa y detalladamente en 

el Decreto reglamentario, en el Acuerdo de convocatoria y su anexo, tampoco en la GOA 

que es el documento donde correspondía su publicación. 

 

Es palmario que Unilibre está actuando de manera ilegal porque toda actuación 

administrativa debe fundamentarse en una regla previa que la establezca y señale los límites 

de actuación, por lo tanto, es conclusivo que el escenario o método de calificación 

aplicado por Unilibre para determinar mi puntuación en la prueba eliminatoria 

constituye una extralimitación. 

 

En síntesis, el hecho es que CNSC y Unilibre de manera coordinada recurrieron una 

metodología de calificación que no puede publicarse antes de la aplicación de la prueba 



escrita porque requiere que primero se presente la prueba para luego decidir que algoritmo 

le conviene más en función de la cantidad de vacantes disponibles. 

 

Es decir, se trata de una metodología que no puede ser reglamentada de manera previa, 

una metodología imposible de someterse a los principios de publicidad y transparencia del 

debido proceso administrativo. Con esta metodología que no se puede reglamentar antes de 

ser aplicada, y que no procede recurso después de ser comunicada, jamás se puede cumplir 

con el debido proceso administrativo. Es grave que, contando con un equipo de expertos 

abogados, ambas accionadas decidieran aplicar esta metodología sin reparar en la 

vulneración del debido proceso administrativo. 

 

Así las cosas, esta metodología está materialmente viciada y para detener la vulneración 

que causa debe ser anulados los efectos derivados de su aplicación. Una vez que sea 

anulada, será necesario calificar la prueba eliminatoria con puntuación directa. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

A guisa de exordio, previa a la presentación de los fundamentos de derecho que permitan 

dirimir el fondo del presente asunto constitucional, y en consecuencia lograr de parte del 

Juez de amparo la orden perentoria de protección que se solicita, es menester disipar 

cualquier duda que pueda tejerse alrededor de la procedencia de la acción de tutela; se 

yergue entonces imperativo hacer referencia a los requisitos de procedibilidad de la acción, 

los cuales han sido ampliamente decantados por la jurisprudencia de la Honorable Corte 

Constitucional, estableciendo como tales los siguientes: (i) legitimación en la causa por 

activa; (ii) legitimación en la causa por pasiva; (iii) trascendencia iusfundamental del asunto; 

(iv) inmediatez; y (v) subsidiariedad. 

 

De la legitimación en la causa por activa 

 

En Sentencia SU-377 de 2014, la Corte Constitucional puntualizó las siguientes reglas 

jurisprudenciales en cuanto a la legitimación por activa se refiere: (i) la tutela es un medio de 

defensa de derechos fundamentales, que toda persona puede instaurar “por sí misma o por 

quien actúe a su nombre”; (ii) no es necesario, que el titular de los derechos interponga 

directamente el amparo, pues un tercero puede hacerlo a su nombre; y (iii) ese tercero debe, 

sin embargo, tener una de las siguientes calidades: a) representante del titular de los 

derechos, b) agente oficioso, o c) Defensor del Pueblo o Personero Municipal. Se tiene 

entonces que me encuentro legitimado en la causa por activa, en el entendido que considero 

que me han sido vulnerados mis derechos fundamentales al Debido Proceso Administrativo, 

Derecho al Trabajo y Derecho a Ejercer Cargos Públicos por parte de las entidades 

demandadas. 

 

De la legitimación en la causa por pasiva 

 

Según lo previsto en el artículo 5 del Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela procede 

contra (i) toda acción u omisión de las autoridades públicas, que haya vulnerado, vulnere o 

amenace vulnerar cualquier derecho fundamental; y (ii) las acciones u omisiones de los 

particulares. 

 

Ha reafirmado la Corte Constitucional que la legitimación en la causa por pasiva hace 

referencia a la aptitud legal de la persona (natural o jurídica) contra quien se dirige la acción, 



de ser efectivamente la llamada a responder por la vulneración o amenaza del derecho 

fundamental. 

 

Es dable manifestar entonces que tanto la Comisión Nacional del Servicio Civil –CNSC, 
como la Universidad Libre, se encuentran plenamente legitimados para comparecer al 
proceso de marras siempre que son las entidades responsables de efectivizar las garantías 
que se reclaman, y, la fuente de su vulneración encuentra respaldo en el accionar y el omitir 
de estas entidades en el manejo del proceso de selección de Directivos Docentes y 
Docentes – Población Mayoritaria – 2150 a 2237 de 2021 y 2316 de 2022. 
 
En cuanto a la Comisión Nacional del Servicio Civil respecta, su legitimación en la causa por 
pasiva deviene de la misma Constitución Política de 1991, la cual en su artículo 130 
establece: 
 

“ARTICULO 130. Habrá una Comisión Nacional del Servicio Civil responsable de la 
administración y vigilancia de las carreras de los servidores públicos, excepción hecha de las 

que tengan carácter especial.” 
 

Por su parte la legitimación en la causa por pasiva de la Universidad Libre tiene su 

fundamento, en que corresponde a esta entidad realizar todo el proceso concerniente a la 

realización de las pruebas escritas y su calificación. 

 

De la trascendencia iusfundamental del asunto. 

 

Frente a este presupuesto de procedibilidad, básicamente ha señalado la Corte 

Constitucional que se cumple cuando se demuestra que el caso involucra algún debate 

jurídico que gira en torno al contenido, alcance y goce de cualquier derecho fundamental. 

 

Se torna entonces incuestionable la trascendencia iusfundamental del presente debate dado 

que se ventila la vulneración de los derechos fundamentales al Debido Proceso 

Administrativo, Derecho al Trabajo y Derecho a Ejercer Cargos Públicos, además, el 

presente asunto se encuentra revestido por el interés público pues compromete la eficacia y 

recto ejercicio y funcionalidad de la administración pública. 

 

Del cumplimiento del principio de inmediatez 

 

El máximo Tribunal Constitucional ha puntualizado en jurisprudencia pacifica que de 

conformidad con el presupuesto de inmediatez, la acción de tutela debe ser utilizada en un 

término prudencial, esto es, con cierta proximidad y consecuencia a la ocurrencia de los 

hechos que se dicen violatorios y/o amenazantes de derechos fundamentales, pues es claro 

que la solicitud de amparo pierde su sentido y su razón de ser como mecanismo excepcional 

y expedito de protección, si el paso del tiempo, lejos de ser razonable, desvirtúa la 

inminencia y necesidad de protección constitucional. 

 

Para constatar el cumplimiento de este requisito, el juez de tutela debe comprobar 

cualquiera de estas situaciones: (i) si resulta razonable el tiempo comprendido entre el día 

en que ocurrió o se conoció el hecho vulnerador y/o constitutivo de la amenaza de algún 

derecho fundamental y, el día en que el derecho de acción se ejerció mediante la 

formulación de la acción de tutela; y/o (ii) si resulta razonable el lapso comprendido entre el 

día en que cesaron los efectos de la última actuación que el accionante desplegó en defensa 

de sus derechos presuntamente vulnerados y el día en que se solicitó el amparo tutelar. 

 

Ahora bien, en gracia de discusión, se tiene que incluso la acción de tutela puede ser tenida 

como procedente aun cuando entre el hecho vulnerador y la interposición de la misma haya 



transcurrido un lapso de tiempo considerable, lo que en principio tornaría inviable la solicitud 

de amparo, ello en aras de garantizar la seguridad jurídica de las actuaciones 

administrativas. Empero, la Corte Constitucional en la sentencia T-158 de 2006, estableció 

unas excepciones a la regla general que deben ser valoradas atendiendo las 

particularidades de cada caso concreto. En efecto, dijo la Corte: 

 

“De la jurisprudencia de esta Corporación se puede derivar que solamente es aceptable un extenso 

espacio de tiempo transcurrido entre el hecho que genera la vulneración y la presentación de la 

acción de tutela bajo dos circunstancias específicas: (I) QUE SE DEMUESTRE QUE LA VULNERACIÓN 

ES PERMANENTE EN EL TIEMPO Y QUE, PESE A QUE EL HECHO QUE LA ORIGINÓ POR PRIMERA VEZ 

ES MUY ANTIGUO RESPECTO DE LA PRESENTACIÓN DE LA TUTELA, LA SITUACIÓN DESFAVORABLE 

DEL ACTOR DERIVADA DEL IRRESPETO POR SUS DERECHOS, CONTINÚA Y ES ACTUAL. Y (ii) que la 

especial situación de aquella persona a quien se le han vulnerado sus derechos fundamentales, 

convierte en desproporcionado el hecho de adjudicarle la carga de acudir a un juez; por ejemplo, el 

estado de indefensión, interdicción, abandono, minoría de edad, incapacidad física, entre otros.” 

(Resaltado y subrayado por fuera del texto original). 

 

Del cumplimiento del principio de Subsidiariedad. 

 

En este tópico se destaca el precedente judicial enmarcado en la sentencia T- 180 de 2015, 

siendo relevante y aplicable al caso concreto, dado que por la fecha de tal jurisprudencia, se 

tiene que la Corte Constitucional valoró en su integridad las diversas posibilidades jurídicas 

con que contaba la actora para garantizar sus intereses por otra vía de defensa judicial, en 

este caso, la acción contenciosa administrativa a través del medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho, inclusive haciendo uso de las medidas cautelares habilitadas 

en dicho trámite procesal, tal como quedó regulado en la nueva normatividad contenida en la 

Ley 1437 de 2011. 

 

Dada la claridad y contundencia de la sentencia precitada, me permito transcribir in extenso 

dicho aparte jurisprudencial:  

 

“Procedencia excepcional de la acción de tutela contra determinaciones adoptadas en los 

procesos de selección de empleos públicos. “El artículo 86 constitucional consagró la acción 

de tutela como un mecanismo residual para la protección de derechos, dado que su 

procedencia está supeditada a que el afectado carezca de otro medio de defensa judicial, 

salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. El 

carácter subsidiario de la acción de tutela impone al interesado la obligación de desplegar 

todo su actuar dirigido a poner en marcha los medios ordinarios para la protección de sus 

derechos fundamentales. Este imperativo constitucional pone de relieve que, para solicitar 

el amparo de un derecho fundamental, el peticionario debe haber actuado con diligencia en 

los procesos y procedimientos ordinarios, pero también que la falta injustificada de 

agotamiento de los recursos legales deviene en la improcedencia de la acción de tutela. En 

este sentido, la Corte Constitucional ha señalado que el juez debe analizar, en cada caso 

concreto, si los otros mecanismos judiciales disponibles permiten ejercer la defensa de los 

derechos constitucionales fundamentales de los individuos, logrando su protección efectiva 

e integral. 

 

AHORA BIEN, EN LO QUE SE REFIERE A LAS DECISIONES QUE SE ADOPTAN DENTRO DE UN 

CONCURSO DE MÉRITOS, ESTA CORPORACIÓN HA SOSTENIDO QUE SI BIEN LOS AFECTADOS PUEDEN 

ACUDIR A LAS ACCIONES SEÑALADAS EN EL ESTATUTO PROCESAL ADMINISTRATIVO PARA 



CONTROVERTIRLAS, EN ALGUNOS CASOS LAS VÍAS ORDINARIAS NO RESULTAN IDÓNEAS Y EFICACES 

PARA RESTAURAR LOS DERECHOS FUNDAMENTALES CONCULCADOS, YA QUE NO SUPONEN UN 

REMEDIO PRONTO E INTEGRAL PARA LOS ASPIRANTES Y LA MAYORÍA DE VECES DEBIDO A LA 

CONGESTIÓN DEL APARATO JURISDICCIONAL, EL AGOTAMIENTO DE LAS MISMAS IMPLICA LA 

PROLONGACIÓN DE LA VULNERACIÓN EN EL TIEMPO. 

 

Sobre el particular, en la Sentencia SU-913 de 2009 se determinó que: “en materia de concursos de 

méritos para la provisión de cargos de carrera se ha comprobado que para excluir a la tutela en 

estos casos, el medio judicial debe ser eficaz y conducente, pues se trata nada menos que de la 

defensa y realización de derechos fundamentales, ya que no tendría objeto alguno enervar el 

mecanismo de tutela para sustituirlo por un instrumento previsto en el ordenamiento legal que no 

garantice la supremacía de la Constitución en el caso particular”. Entonces, en ciertas circunstancias 

los mecanismos judiciales de defensa existentes en el ordenamiento jurídico para impugnar las 

decisiones adoptadas dentro de un trámite de concurso de méritos, debido a su complejidad y 

duración, carecen de idoneidad y eficacia para proteger los derechos fundamentales al acceso a la 

función pública y al trabajo. La Corte ha resaltado que la provisión de empleos a través de concurso 

busca la satisfacción de los fines del Estado y garantiza el derecho fundamental de acceso a la 

función pública. Por ello, la elección oportuna del concursante que reúne las calidades y el mérito 

asegura el buen servicio administrativo y requiere de decisiones rápidas respecto de las 

controversias que surjan entre los participantes y la entidad. Así las cosas, este Tribunal ha 

entendido que la acción de tutela es un mecanismo excepcional de defensa de los derechos 

fundamentales de las personas participan en un proceso de selección de personal público y son 

víctimas de un presunto desconocimiento de cualquiera de sus derechos fundamentales.” 

 
 

VULNERACIÓN DEL DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBIDO PROCESO 
ADMINISTRATIVO 

 

FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL: La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha 

reiterado los parámetros sobre el derecho al debido proceso administrativo. En las Sentencia 

T- 229 de 2019, estos parámetros son enunciados de la siguiente manera (i) es un derecho 

fundamental de rango constitucional; (ii) implica todas las garantías mínimas del debido 

proceso concebido en el artículo 29 de la Constitución; (iii) es aplicable en toda actuación 

administrativa incluyendo todas sus etapas, es decir, desde la etapa anterior a la expedición 

del acto administrativo, hasta las etapas finales de comunicación y de impugnación de la 

decisión; y (iv) debe observar no solo los principios del debido proceso sino aquellos que 

guían la función pública, como lo son los de eficacia, igualdad, moralidad, economía, 

celeridad, imparcialidad y publicidad. (negrilla y subrayado son adicionados. Valga apuntar 

también las Sentencias C-640 de 2002, y, C-331 de 2012). 

 

De ahí que el suscrito accionante articula los hechos con los principios del debido proceso 

administrativo, los cuales están desarrollados en el artículo 3 del CPACA, y, los principios 

expresamente señalados por el artículo 209 de la Constitución Política para orientar la 

función pública. En consecuencia: Por los hechos y razones ya expuestas, Unilibre vulneró y 

sigue vulnerando mi derecho fundamental al debido proceso administrativo porque su 

actuación administrativa vulnera en mi contra los siguientes principios que son comunes al 

DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO y la FUNCIÓN PÚBLICA. 

 

PRINCIPIO DE PUBLICIDAD: Unilibre vulneró el principio de publicidad al omitir en la GOA 

los diferentes escenarios o métodos de calificación para la prueba escrita eliminatoria. No es 

suficiente con dar el nombre genérico de dos metodologías, estaba obligada a publicarlas 

detalladamente. Esta obligación de hacer está señalada en el numeral 4.2.1. del Anexo de la 

Licitación, y en el numeral 2.4 del Anexo de Convocatoria. 



Si las accionadas alegan que no pudieron publicar la metodología de calificación 

detalladamente en la GOA por necesidad de aplicar primero las pruebas para elegir la 

metodología específica que debía aplicar en la OPEC, entonces que prime el principio 

constitucional de publicidad y el derecho fundamental al debido proceso administrativo sobre 

la discrecionalidad de las accionadas. 

 

PRINCIPIO DE MORALIDAD: Unilibre vulnera el principio de moralidad administrativa 

cuando falta a la honestidad en su actuación y afirma que no es posible dar a conocer los 

diferentes escenarios de calificación de la prueba escrita eliminatoria hasta tener la data de 

las respuestas de los aspirantes. El numeral 4.2.1 de la Licitación refuta lo afirmado por 

Unilibre, y, demuestra que es totalmente posible publicar los diferentes escenarios de 

calificación sin tener la data de las pruebas contestadas. Igualmente, la GOA del concurso 

de méritos para el cargo de Personero del Municipio de Cajicá también es una prueba que 

demuestra la factibilidad de publicar el escenario de calificación de manera expresa, sencilla, 

y detallada. 

 

Si las accionadas alegan que su afirmación es cierta porque la metodología de calificación 

requiere la data de las respuestas de los participantes, entonces que prime la hegemonía de 

la Constitución sobre la voluntad de las accionadas para usar esa metodología de 

calificación. 

 

Por los hechos y razones ya expuestas, la CNSC y Unilibre vulneran y siguen vulnerando mi 

derecho fundamental al debido proceso administrativo mediante la vulneración de los 

siguientes principios que corresponden con el debido proceso administrativo. 

 

BUENA FE: Unilibre vulnera doblemente el principio de buena fe del suscrito accionante 

porque no aplica el escenario o método de calificación de mayor favorabilidad, tal como le 

era requerido en el Anexo de la licitación. 

 

Además, me inscribí en el proceso de selección con la buena fe de que los diferentes 

escenarios o métodos de calificación serian dados a conocer detalladamente en la GOA, y 

esa expectativa no fue cumplida. Y más grave aún, se vulneró mi buena fe fundada en el 

Decreto Reglamentario que con un desempeño de 60.00% sería admitido para las siguientes 

etapas del concurso docente; obtuve 67% y no fui admitido. 

 

TRANSPARENCIA: Unilibre vulneró el principio de transparencia cuando omitió en la GOA 

los diferentes escenarios de calificación para la prueba escrita de carácter eliminatorio, y los 

mantuvo ocultos hasta contestar la reclamación del suscrito accionante, justo cuando ya no 

procede recurso alguno. Valga destacar que los escenarios de calificación no son de reserva 

legal, pues ya estaban publicados en el Anexo de la Licitación. La reserva legal o 

confidencialidad es para los ítems que componen las pruebas escritas. 

 

COORDINACIÓN: CNSC y Unilibre vulneraron y siguen vulnerando el principio de 

coordinación al concertar mi inadmisión a las siguientes etapas del proceso de selección 

como resultado de ejecutar una metodología de calificación que no fue expresa y 

detalladamente señalada en la GOA. 

 

DEBIDO PROCESO: Unilibre vulneró y sigue vulnerando el principio del debido proceso por 

cuanto mantuvo ocultos para el suscrito accionante los diferentes escenarios de calificación 

para la prueba eliminatoria hasta cuando ya no procede recurso alguno (artículo 75 del 

CPACA). Más grave aún, no fui informada de la relativización del rendimiento mínimo 



requerido, cuando se informó la metodología de calificación se hizo junto con la 

improcedencia de recurso alguno. No pueden alegar las accionadas que tuve conocimiento y 

oportunidad para contradecir la metodología de calificación. 

 

Exigir un desempeño mayor a lo establecido en el Decreto reglamentario (60.00) es 

modificar el decreto por la vía de hecho. Se vulnera el debido proceso de quién y cómo se 

puede modificar el Decreto reglamentario. 

 

En virtud de lo expuesto, es palmario que en la actuación administrativa de Unilibre y la 

CNSC pertinente con la prueba eliminatoria para el cargo de docente de Docentes de aula – 

NO RURAL hubo una omisión y una extralimitación que de manera combinada vulneraron 

los principios constitucionales correspondientes al debido proceso administrativo y los 

principios que orientan la función pública. Así las cosas, es conclusivo que la actuación de 

las accionadas vulneró mi derecho fundamental al debido proceso administrativo. 

 

Ahora bien, el debido proceso administrativo establece límites a las autoridades mediante las 

leyes y garantiza derechos a los administrados. De conformidad con la jurisprudencia del 

Consejo de Estado (Fallo 313 de 2011) y la Corte Constitucional (Sentencia T-607 de 2015):  

 

El debido proceso administrativo se ha entendido como la regulación jurídica que tiene por 

fin limitar en forma previa los poderes estatales así que ninguna de las actuaciones de las 

autoridades públicas dependa de su propio arbitrio, sino que se encuentren sujetas siempre 

a los procedimientos señalados en la ley. Desde la perspectiva antes señalada, este derecho 

no es más que una derivación del principio de legalidad con arreglo al cual toda competencia 

ejercida por las autoridades públicas debe estar previamente señalada en la ley, como 

también las funciones que les corresponden y los trámites a seguir antes de adoptar una 

determinada decisión. De este modo, las autoridades sólo podrán actuar en el marco 

establecido por el sistema normativo y, en tal sentido, todas las personas que se vean 

eventualmente afectadas conocerán de antemano los medios con que cuentan para 

controvertir las decisiones adoptadas y estarán informadas respecto del momento en que 

deben presentar sus alegaciones y ante cuál autoridad. En conclusión, el debido proceso 

administrativo es, un derecho fundamental que se traduce en una garantía para todas las 

personas de que la administración estará sometida a los límites que éste supone. En este 

sentido, comprende el principio de legalidad, los principios de razonabilidad y 

proporcionalidad, e incorpora la obligación de las autoridades públicas del ámbito 

administrativo, de ceñirse los principios que rigen la función pública. (negrilla y subrayado 

son adiciones) Es decir, el debido proceso administrativo exige legalidad, esto es, (i) cumplir 

la función asignada (ii) en la forma como lo determina el ordenamiento jurídico. En virtud de 

esto, a continuación, expongo los fundamentos legales a los cuales no se sometieron las 

accionadas y en consecuencia vulneraron la garantía del derecho fundamental invocado por 

el accionante. 

 

FUNDAMENTOS DE LEY 

 

De conformidad con el numeral 1 del artículo 31 de la Ley 909 de 2004, los aspirantes, la 

CNSC, y, Unilibre deben sujetarse a lo establecido en el Acuerdo de Convocatoria del 

Concurso. 1.Convocatoria. La convocatoria, que deberá ser suscrita por la Comisión 

Nacional del Servicio Civil, el jefe de la entidad u organismo, es norma reguladora de todo 

concurso y obliga tanto a la administración, como a las entidades contratadas para la 

realización del concurso y a los participantes. (Negrilla y subrayado son adiciones). Para la 

OPEC 184703 corresponde el Acuerdo No 2189 de octubre 29 de 2021, modificado por el 



Acuerdo No 287 de 06 mayo de 2022. Y de conformidad con el anexo técnico por el cual se 

establecen las condiciones específicas de las diferentes etapas del proceso de selección por 

mérito en el marco de los procesos de selección nos. 2150 a 2237 de 2021 y 2316 de 2022– 

directivos docentes y docentes, cita lo siguiente: 

 
Es con fundamento en el anexo técnico por el cual se establecen las condiciones específicas 

de las diferentes etapas del proceso de selección por mérito en el marco de los procesos de 

selección nos. 2150 a 2237 de 2021 y 2316 de 2022 – directivos docentes y docentes que el 

Acuerdo de Convocatoria establece los 60.00 puntos como desempeño mínimo de los 

aspirantes a docentes en la prueba eliminatoria. A continuación, expongo lo presentado por 

la Convocatoria a este respecto: 

 

 
 

Luego, en la GOA se informó que la calificación sería por grupo de referencia, pero no hubo 

información detallada, precisa y clara que expresamente le advirtiera al suscrito aspirante 

que los 60.00 puntos requeridos podrían convertirse en cualquier otra cantidad superior. Ese 

significado no fue dicho, y apenas lo pude conocer cuando recibí la respuesta a la 

reclamación, es decir, cuando ya no procede recurso. La GOA confirmó que el puntaje 

requerido son 60.00 puntos, así lo expresó: 

 

 



Sin embargo, Unilibre ocultó de manera inexcusable la información y nunca comunicó de 

manera clara, expresa y detallada que podría ser necesario un desempeño superior al 60% 

de las respuestas para ser admitido a las siguientes etapas del concurso. Esa información 

no está en la GOA, no aparece de manera explícita en palabras de nuestro idioma nacional, 

tampoco aparece en lenguaje simbólico de las matemáticas. No viene al caso argumentar si 

la fórmula califica mejor o peor el mérito del suscrito accionante. El asunto que nos ocupa es 

el debido proceso. Pudo haber sido esta u otra fórmula, igual es exigible que se publicara en 

la GOA. Habría bastado con las 20 palabras que en este párrafo he resaltado. Calificar las 

pruebas con una metodología que no fue publicada en la GOA para exigir una proporción de 

aciertos superior a los requeridos por el Decreto reglamentario, vulnera al mismo decreto 

reglamentario, y vulnera lo reglado por el Acuerdo de convocatoria que anunciaba dar a 

conocer la metodología de calificación detalladamente en la GOA. Si Unilibre hubiera 

escogido una fórmula más compleja y más exigente, entonces igual debía publicarla en la 

GOA. Y si los expertos temáticos que redactaron la GOA les resultaba complejo presentar la 

fórmula con la simbología matemática, entonces bastaban 29 palabras que dieran 

orientación y sentido al suscrito accionante. Se trata del debido proceso administrativo, es 

decir, la garantía constitucional que asegura la sujeción de las autoridades administrativas a 

cumplir sus funciones dentro de los límites que les establece el ordenamiento jurídico. Si el 

Acuerdo de Convocatoria dice que en la GOA se publica detalladamente la forma o 

metodología de calificación, entonces de buena fe yo esperé que eso se cumpliera. Sin 

embargo, Unilibre no actuó dentro de esos límites establecidos por el Acuerdo de 

convocatoria, en lugar de publicar la forma de calificación en la GOA, lo hizo como respuesta 

a una reclamación, sin justificar como se obtiene la proporción de referencia, 5 meses 

después de haber sido presentada la prueba escrita. Valga insistir, debido proceso 

administrativo es cumplir la función asignada en la forma como lo determina el ordenamiento 

jurídico. Por aplicar una fórmula o metodología de calificación que no publicó en la GOA y 

que mantuvo oculta hasta que ya no procede recurso alguno (artículo 75 del CPACA), 

Unilibre vulnera el debido proceso pues no tuve oportunidad para enterarme, oponerme o 

defenderme con respecto a esa fórmula. La accionada si permitió la reclamación contra la 

prueba, pero no hubo oportunidad para reclamar por la aplicación de una metodología 

que no fue publicada en la GOA. Así las cosas, la actuación administrativa de Unilibre 

no tuvo plena sujeción al ordenamiento jurídico. Cometió omisión inexcusable por no 

publicar detalladamente la metodología de calificación de la prueba eliminatoria. 

Cometió extralimitación calificando las pruebas con una fórmula que nunca llegó a ser regla 

de concurso, precisamente por la omisión. Si las accionadas insistieran en alegar que se 

trata de una metodología que no se puede publicar en la GOA porque se necesita tener la 

data resultante de haber aplicado las pruebas escritas a los aspirantes, entonces que la 

hegemonía constitucional reine sobre la discrecionalidad y arbitrariedad que se deriva de la 

aplicación de la metodología de calificación que las accionadas coordinadamente aplicaron. 

La combinación de las omisiones y extralimitaciones me han causado el perjuicio 

irremediable de no ser admitido a las siguientes etapas del proceso de selección, y como se 

trata de acto administrativo de trámite, no cuento con un mecanismo judicial eficaz para 

defenderme y protegerme de la vulneración a mi derecho fundamental del debido proceso 

administrativo. 

 

DERECHO FUNDAMENTAL AL TRABAJO. 

 

El derecho al trabajo es entendido como la facultad de todas las personas de ejercer 

libremente la actividad a la cual deseen dedicarse, pero en condiciones dignidad y justas 

bajo la protección del Estado. El artículo 25 de la Constitución Política de Colombia señala el 

derecho al trabajo en los siguientes términos: 



 “ARTICULO 25. El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas sus 

modalidades, de la especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a un 

trabajo en condiciones dignas y justas.”  

 

Sobre su relevancia constitucional, en sentencia C-200 del 2019, la Corte Constitucional 

aborda este derecho a partir de: “… tres dimensiones. Primero, es valor fundante del 

Estado Social de Derecho porque orienta las políticas públicas y las medidas 

legislativas. En segundo lugar, es un derecho que goza de un núcleo de protección 

subjetiva e inmediata que, por una parte, le otorga el carácter de fundamental y, de 

otra, le concede contenidos de desarrollo progresivo como derecho económico y 

social. Por último, es un principio rector que limita la libertad de configuración 

normativa del Legislador, pues impone un conjunto de reglas y principios mínimos 

laborales que deben ser respetados por la ley en todas las circunstancias, de hecho, 

conforme a lo establecido en la Sentencia C-479 de 1992, configuran el “suelo 

axiológico” de los valores materiales expresados en la Constitución alrededor de la 

actividad productiva del hombre”. En el caso en concreto, el derecho fundamental al 

Trabajo se vulnera al impedírseme continuar en el proceso de selección, cuando se cuenta 

con un número de aciertos destacado en la prueba escrita de conocimientos específicos y 

pedagógicos, y cuando no se dieron a conocer de antemano por parte de la Universidad 

Libre y la CNSC la totalidad de condiciones de la calificación de esta prueba, y cuando se 

incumplió por parte del operador (Universidad Libre) una de las condiciones de divulgación 

de la información sobre la calificación de manera clara en la guía de orientación al aspirante. 

Igualmente, no se ha dado respuesta desde la legislación educativa al porqué de las 

respuestas que en esta prueba se consideraron correctas, a la luz de las funciones de un 

docente de aula, siendo inevitable la consecución y finalización del concurso para acceder 

con base en el mérito a un puesto de trabajo en periodo de prueba. 

 

DERECHO DE ACCESO A CARGOS PÚBLICOS. 

 

La posibilidad de acceso a un cargo público está determinada constitucionalmente de la 

siguiente manera: “Artículo 40. Todo ciudadano tiene derecho a participar en la 

conformación, ejercicio y control del poder político. Para hacer efectivo este derecho 

puede: 7. Acceder al desempeño de funciones y cargos públicos, salvo los 

colombianos, por nacimiento o por adopción, que tengan doble nacionalidad. La ley 

reglamentará esta excepción y determinará los casos a los cuales ha de aplicarse.”  

 

La jurisprudencia constitucional ha señalado que el derecho a acceder a un cargo público 

consiste en la prerrogativa que tiene toda persona de presentarse a concursar, luego de 

haber acreditado los requisitos previstos en la respectiva convocatoria, y, una vez superadas 

las etapas del concurso, a evitar que terceros restrinjan dicha opción.  

 

Ciertamente, el ámbito de su protección se circunscribe a (i) la posesión [hace referencia al 

acto de posesión en un cargo público] de las personas que han cumplido con los requisitos 

para acceder a un cargo, (ii) la prohibición de establecer requisitos adicionales para 

posesionar a la persona que ha cumplido con las exigencias previstas por el concurso, (iii) la 

facultad del concursante de elegir de entre las distintas opciones de cargos públicos 

disponibles, de ser el caso, aquella que más se ajuste a sus preferencias y (iv) la prohibición 

de remover de manera ilegítima a una persona que ocupa un cargo público. 

 



En el caso en concreto, el derecho de acceso a cargos públicos se vulnera al impedírseme 

continuar en el concurso, por no aprobar con el puntaje mínimo establecido, y contar con los 

vicios de procedimiento ya descritos en los hechos que sustentan esta tutela.  

 

PRETENSIONES 

 

Para que cese la vulneración a mi derecho fundamental del debido proceso administrativo, 

derecho al trabajo y el derecho al acceso a cargos públicos habiendo justificado la 

procedencia de la presente acción de tutela como mecanismo judicial principal, y se 

reestablezca el disfrute pleno del derecho fundamental invocado, en el entendido que el 

alcance de la decisión será inter-partes, solicito al honorable juez:  

 

1. Tutelar el derecho fundamental del suscrito accionante al debido proceso administrativo, 

derecho al trabajo y el derecho al acceso a cargos públicos, frente a las accionadas.  

2. Conceder la medida provisional deprecada, y se ordene a la CNSC suspender las 

siguientes etapas del proceso de selección únicamente en la OPEC 183179 correspondiente 

al cargo de docente de aula No rural – área de PREESCOLAR en el Municipio de Manizales 

Caldas.  

3. Declarar la nulidad de la de la metodología de calificación aplicada a mi prueba 

eliminatoria denominada método con ajuste proporcional.  

4. Ordenar a las accionadas a que en el término de las (48) horas siguientes a la notificación 

de la presente decisión, corrija mi resultado dentro de la prueba escrita de conocimientos 

específicos y pedagógicos, cambiándola de 58.26 a una calificación mayor de 60.00, en el 

marco de la Convocatoria de Selección 2150 a 2237 de 2021, 2316, 2406 de 2022 y en 

consecuencia me permita seguir en las siguientes etapas de la convocatoria, en razón a que 

la CNSC y la Universidad Libre omitieron información vital para la presentación de la prueba 

escrita antes de su aplicación, y no dan respuesta de fondo a la reclamación que se surtió 

dentro del proceso.  

5. Ordenar a las accionadas la aplicación de la metodología de puntuación directa para 

emitir la puntuación definitiva de mi prueba eliminatoria. Esto con los efectos o 

consecuencias que acarre frente a los otros aspirantes de la misma OPEC.  

6. Si el honorable juez observa que en la situación fáctica enunciada en la presente solicitud 

de amparo constitucional acontece la vulneración de un derecho fundamental que el suscrito 

accionante no invocó, entonces que haga uso de su facultad para fallar extra y ultra petita 

(Sentencia T-104/18). 

 

 

PRUEBAS Y ANEXOS 

 

 

 

➢ Copia de Cedula de ciudadanía del suscrito  

➢ Constancia de Inscripción a la Convocatoria de Selección 2150 a 2237 de 2021, 2316, 

2406 de 2022.  

➢ Resultados de la prueba de conocimientos pedagógicos y específicos  

➢ Reclamación presentada ante la CNSC.  

➢ Respuesta a la Reclamación presentada  

➢ Guía de orientación para el aspirante, pruebas escritas, Convocatoria de Selección 2150 

a 2237 de 2021, 2316, 2406 de 2022  

➢ Anexo técnico   



➢ Acuerdo de convocatoria N°. 277 de 6 de mayo de 2022  

➢ GOA Personero Cajicá  

 

 

NOTIFICACIONES 

 

La suscrita accionante Recibe notificaciones electrónicas en el email: 

agamenon95@hotmail.com / zafiravirtual70@gmail.com  

 

La accionada Comisión Nacional del Servicio civil recibe notificación física: Carrera 12 

No 97- 80, Piso 5 - Bogotá D.C., Colombia Notificación electrónica: 

notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co Tel. 6013259700.  

 

La accionada Universidad Libre de Colombia; recibe notificación física: Sede Principal 

Calle 70 No. 53-40, Bogotá D.C. Sede Bosque Popular. Notificación Electrónica: 

notificacionesjudiciales@unilibre.edu.co Tel. 6014232700 ext. 1812. 

 

 

 

De usted señor Juez(a) 

 

 

Con todo respeto y consideración. 

 

 

 

 

 

 

______________________________________ 

MAGNOLIA ARCILA GOMEZ 

CC No 24645331 

Celular 3137467428 
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